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RESUMEN 
  
Durante los siglos XIX y XX la educación pública en Colombia en general y la educación 
superior en particular, que nacen con el objetivo de fortalecer el Estado nación, se 
consideran una responsabilidad y una obligación del Estado. Sin embargo, la obligación de 
financiar y proteger este bien público no ha sido asumido con el vigor requerido, por los 
gobiernos de turno, lo cual es evidente si se compara su evolución con la de otros países 
latinoamericanos.   
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ABSTRACT 
 
During the nineteenth and twentieth century public education in Colombia in general and 
higher education in particular, who are born with the objective of strengthening the State 
nation, are considered a responsibility and an obligation of the State. However, the 
obligation to finance and protect this public good has not been taken up with the required 
force, by Governments in power, which is evident if one compares their evolution with that 
of other Latin American countries. 
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INTRODUCCIÓN  
 
Las naciones latinoamericanas desde el inicio de su configuración y a lo largo de los siglos 
XIX y XX, con tradiciones semejantes y con un mayor o menor esfuerzo, que ha dependido 
de los gobiernos de turno, han ido consolidando gradualmente sus sistemas públicos de 
educación superior. El tortuoso camino recorrido ha estado sujeto a los vaivenes generados 
por la inestabilidad política local, las dificultades económicas y la puesta en marcha de las 
estrategias impuestas por el orden político y económico mundial.  
 
Para el caso colombiano este trabajo pretende reunir indicios que permitan validar la 
siguiente hipótesis: “El Estado colombiano aunque en algunos gobiernos procuró la 
organización de un sistema de educación pública, aceptando el argumento de la ilustración, 
“ampliamente diseminado por los Estados liberales en el mundo entero” (Torres: 2006, 34), 
en otros, la gran mayoría, asumió la educación como una obligación no prioritaria que debe 
cumplirse, sin otorgarle el valor e importancia que tiene. Así, aunque se han hecho 
inversiones importantes, y se han elaborado propuestas y reformas de distinta índole, el 
cumplimiento de la tarea de fomentar una educación pertinente y de calidad y procurar que 
ella sea un instrumento para generar equidad no se ha cumplido de manera satisfactoria. Por 
tanto, Colombia adquirió, desde el siglo XIX y a lo largo del siglo XX, una deuda con la 
educación pública en general y la educación pública superior en particular, una deuda que 
es mayor a la adquirida por países latinoamericanos semejantes.  
 
La primera parte de este texto presenta una breve relación histórica sobre las estrategias y 
tendencias que orientan la educación superior en Colombia en el siglo XIX y hasta 
mediados del siglo XX. En la segunda, se comparan los sistemas educativos, a partir de la 
evolución de la oferta y de la financiación de la educación superior en once países 
latinoamericanos y del Caribe, en los últimos 50- 40 años. Para esta exploración se parte 
del registro y análisis de indicadores del contexto socioeconómico reciente y de algunos 
indicadores relacionados con la educación superior.  
 
UNA MIRADA A LA EDUCACIÓN SUPERIOR EN COLOMBIA EN EL SIGLO XIX 
 
En Colombia la organización de la educación pública tiene su origen en el siglo XIX. Al 
igual que en la mayoría de los países latinoamericanos, al finalizar la guerra de 
independencia se crean las primeras universidades estatales. En esta época los Estados 
nación protagonistas de la “modernización social” fundan y expanden los sistemas 
educativos, ya que consideran necesario estructurar la nación a partir de “una conciencia 
homogénea e identidad ciudadana” que permitan trascender lo que Marcela Mollis llama la 
“legitimidad del viejo orden” (Mollis: 2010, 13). 
 
A lo largo del siglo XIX, en Colombia, “no eran pocas las polémicas y contradicciones,” 
que llevaron a crear, abolir y nuevamente a fundar universidades estatales. La Universidad 
Central, primera institución de carácter público, fue creada en 1826 y las universidades del 



Cauca y de Cartagena en 1827. La primera de ellas se justificó diciendo en el 
“Considerando 2 de la Ley del 18 de marzo de 1826, sobre la organización y arreglo de la 
instrucción” que, “sin un sistema de educación pública y enseñanza nacional no pueden 
difundirse la moral pública y todos los conocimientos útiles que hacen prosperar a los 
pueblos” (Universidad Nacional de Colombia: 2001ª, 17). La Universidad Central es 
clausurada años más tarde y solo hasta 1867 se reconstituye en la Universidad Nacional de 
los Estados Unidos de Colombia (Jaramillo: 1995, 6-7). En 1882 se creó la Escuela 
Nacional de Música y en 1886 la Escuela de Minas de Medellín (Niño et al.: 2002, 37).  
 
En este siglo la inestabilidad política, origina múltiples reformas universitarias, ya que las 
universidades públicas están bajo el control estatal, por tanto, expuestas a cambios, debidos 
a los vaivenes e intereses políticos, viéndose sometidas “a un presupuesto precario, a los 
debates de la moral laica opuesta al control de la iglesia” y a “la rígida disciplina necesaria 
para controlar la institución”. Se caracteriza esta época por la dependencia absoluta de la 
Universidad de los gobiernos de turno quienes determinaban los reglamentos, el currículo y 
el nombramiento de profesores y funcionarios, privilegiando la educación profesional  
(Universidad Nacional: 2001b). Para tener una idea de lo que ocurre basta citar al primer 
rector de la Universidad Nacional, Manuel Ancizar, en la carta con la que presenta por 
segunda vez su renuncia al cargo, el 3 de febrero de 1971: “El ideal de la Universidad, lo 
que me la hacía querida, era el de una escuela en que se practicara el principio del libre 
examen, gobernándose a sí misma, y realizándose la educción laica contrapuesta a la 
clerical, que tiene por base la obediencia sin examen. Todo se ha frustrado merced a las 
intempestivas decisiones, ordenando que la Universidad se anuncie en guerra contra la 
mitad de los contribuyentes que la sostienen, y se transforme en campo de discordia y foco 
de pasiones religiosas y políticas. Se ha desvirtuado la índole moral y benéfica del Instituto, 
al mismo tiempo que se ha desdeñado organizarlo sobre bases sólidas, a prueba de los 
vaivenes de la política” (Torres y Salazar: 2002, p. 210).     
 
Es así como, el sistema educativo colombiano en el siglo XIX, en todos sus niveles, no 
alcanza a cumplir los objetivos que se esperan. Sin embargo, la universidad pensada para 
participar en la solución de las necesidades que surgen en el proceso de formación de la 
nación, contribuye, entre 1870 y 1915, en la creación de una veintena de sociedades de 
naturalistas, de médicos, de geógrafos, etc.  (Niño et al.: 2002, 38). Por tanto, se dan los 
procesos de formación de un nuevo Estado anticolonial, que obedece a los principios 
político-filosófico-económicos del partido gobernante. “Lo peculiar, es que los regímenes 
liberales se enfrentaron con la Iglesia católica en el proceso para determinar, 
principalmente, el control sobre la educación y la secularización de la misma. Por el 
contrario, los conservadores continuaron con el legado colonial de considerar la Iglesia 
católica como uno de los principales elementos de la unidad nacional”.  
 
Finaliza el siglo XIX en medio de la denominada “guerra de los mil días”. La universidad, 
en especial la Universidad Nacional no permanece ajena a esta guerra y a los proyectos 
políticos de liberales y conservadores (Soto Arango: 2005, 131-138). Con el triunfo 
conservador, la educación está a cargo de la Iglesia católica a través del Concordato. 
Mientras, los liberales crean universidades con capital privado. 
 



CONSIDERACIONES SOBRE LAS POLÍTICAS EDUCATIVAS EN LOS PRIMEROS 50 
AÑOS DEL SIGLO XX 
 
En los primeros años del siglo XX funcionan en Colombia cinco universidades: El Colegio 
Mayor de Nuestra Señora del Rosario, la Universidad de Antioquia, la Universidad de 
Cartagena, la Universidad del Cauca y la Universidad Nacional de Colombia, a ellas se 
suman, en los primeros cuarenta años del siglo, las universidades de Nariño, Externado de 
Colombia, Pontificia Bolivariana y Pontificia Javeriana. Del total de universidades cinco 
son estatales y en ellas estudia cerca de 3.000 estudiantes (Niño et al.: 2002, 38).  
 
El Siglo XX se caracteriza porque se incrementa “la extensión de oportunidades educativas 
a niñas y niños lo mismo que a jóvenes e incluso adultos de todos los sectores sociales de 
América Latina” (Torres: 2006, 33). Con estos procesos de modernización se intenta 
alcanzar los ideales de educación universal que materializaron los países europeos a lo 
largo del siglo XIX (Herrera: 1986; Torres: 2006, 34). En Colombia, en el periodo 1900-
1930, los problemas de las instituciones universitarias continúan, los gobernantes se 
debaten entre reconocer su importancia o considerarlas como “un mal necesario”, pero en 
últimas no se comprometen a fondo con su desarrollo. Lo que por ejemplo, origina que 
“aun a principios del siglo XX, en 1912, nos encontramos con el hecho desalentador de que 
más del 80% de la población continuaba bajo el flagelo terrible del analfabetismo” (Silva: 
1989). Aunque se hacen algunas inversiones en educación, siempre las necesidades del 
sector son más grandes que ellas. En especial, si se tiene en cuenta que se privilegiaba la 
educación urbana en un país en el que el 80% de sus habitantes vivía en zonas rurales. 
 
El Manifiesto de Córdoba (1918), marca un hito para universidad latinoamericana, y lleva a 
los estudiantes universitarios colombianos a realizar propuestas para la reorganización del 
sistema educativo. Ellos se definen como los encargados de realizar la reforma 
universitaria. Con la llegada al poder del gobierno liberal liderado por Alfonso López 
Pumarejo (1934 –1942), se consolida el Ministerio de Educación, así mismo, se propone 
“una reforma de la Universidad  llamada a servir de base a la transformación de la vida 
colombiana” (Yarce y Lopera: 2002, 30). Este periodo es considerado como la época de 
mayor desarrollo en el sistema educativo nacional. En 1934 se inicia la puesta en marcha de 
una vigorosa política centrada en la educación pública y a la Universidad Nacional de 
Colombia se le dota de un campus moderno (Tirado: 2001ª, 19). El 9 de agosto de 1935 se 
aprueba en la Cámara de Representantes, en el primer debate, el proyecto de Ley orgánica 
de la Universidad Nacional de Colombia. En la exposición de motivos que acompaña este 
proyecto de Ley dice: “El problema de la educación en Colombia es de capital importancia, 
pues de su solución habrá de depender el porvenir mismo de la nacionalidad”. Así mismo 
que “La reforma educativa en Colombia es urgente e inaplazable, y quien no lo sienta y no 
colabore con ella con fe y entusiasmo ejemplares estará fuera de la realidad histórica 
nacional. Empero, la reforma no podrá desenvolverse de modo amplio y fecundo si no 
abarca todos los ramos de la educación, y todos sus ciclos, en sus variados aspectos y si no 
comprende por lo tanto la reforma sustancial de las universidades y colegios, las escuelas 
normales e industriales, y las urbanas y las rurales, sin dejar a un lado los jardines de niños 
ni las academias.” (García Prada, 1935, p. 69). “Estas décadas representan sin duda uno de 
los momentos de mayor dinamismo de la educación y de los esfuerzos modernizantes. Aun 
cuando gran parte de las reformas impulsadas encontraron resultados precarios, ello 



representa también las dificultades de la sociedad colombiana por acceder a 
transformaciones estructurales que le confieran una fisonomía moderna”. La mayoría de las 
propuestas de cambio, sin embargo, se iniciaron en la década del cincuenta, aunque entre 
1930 y 1946 se trazaron las pautas de sus modificaciones, alcances y limitaciones (Herrera: 
1993, 69). 
 
En este periodo en Colombia, a la par de las transformaciones en el sistema universitario y 
del interés de modernizar el sistema educativo, se inició el debate sobre la autonomía 
universitaria y la libertad de cátedra. Relacionado con este tema Gerardo Molina comenta 
que la autonomía es necesario “construirla frente a las tendencias de los gobiernos 
precedentes que no solo la negaban sino que se resistían a reconocerla” (Molina: 1968, 117-
136). Con nuevos discursos y propuestas, pero entre múltiples problemas y tropiezos, 
avanza el siglo XX para la universidad colombiana, con una autonomía restringida, pero 
que de acuerdo con Gerardo Molina el “alma mater” “conserva su vitalidad original, pero 
es preciso situarla en el nuevo marco diseñado por la evolución contemporánea”. A lo 
anterior añade que, “en una época conformada por los intereses de las metrópolis 
mundiales, la autonomía se convierte en una herramienta que deben usar las gentes de 
progreso para trabajar por el desarrollo independiente de las naciones débiles mediante el 
incremento de una cultura profunda y dinámica, cuyo destino es la promoción de la 
respectiva sociedad” (Molina: 1968, 117 -136). 
 
En términos generales, en las décadas del 30 y el 40 se manifiesta nuevamente la 
preocupación por formar un cuerpo de intelectuales, “que oriente la construcción de la 
nación y se desempeñe en las nuevas ocupaciones, lo que dio paso a la diversificación de 
las profesiones académicas”, ya que se considera necesaria la formación de “equipos de 
gobierno, dirección y administración del país” En este espacio de tiempo se reflexiona 
sobre la necesidad que tiene el país de una universidad fuerte, cohesionada y de calidad, 
que sirva de eje y oriente a las universidades oficiales; por lo que, el gobierno dispone que 
este rol corresponda a la Universidad Nacional de Colombia En este estado de cosas, en la 
Ciudad universitaria, nueva sede de la Universidad Nacional de Colombia, se inician 
labores en 1940. En 1946 la Nacional cuenta con 3.673 estudiantes que representan el 67% 
de los estudiantes adscritos a las universidades públicas y el 50% del total de los 
estudiantes universitarios colombianos. En cuanto a la tasa de analfabetismo en el país es 
en 1937 del 35% y en 1947 del 37% (Herrera: 1993, 97-124).   
 
No obstante las políticas y las promesas formuladas, se termina esta primera mitad del siglo 
XX con múltiples falencias y progresos insuficientes en la tarea de construir una sociedad 
justa, equitativa e ilustrada. Solo durante la segunda mitad de siglo pasado, aunque 
precario, se consolida un sistema educativo, el cual si bien continúo expandiéndose, aún 
hoy tiene serios problemas de equidad y calidad. Lo que ha llevado a cierta masificación de 
la educación superior, pero está segmentada en términos de calidad, concentrada en las 
cinco ciudades más grandes del país y con estudiantes provenientes de las clases 
socioeconómicas medias y altas (Aldana: 2010). Todo ello como consecuencia de la escasa 
inversión, la falta de autonomía y las nuevas políticas sobre su misión, lo que unido a los 
nuevos intereses que entran en juego, está erosionando la universidad colombiana y 
generando nuevos problemas en su interior. 
 



EL CONTEXTO, CAUSAS Y CONSECUENCIAS DE LAS POLÍTICAS EDUCATIVAS EN 
COLOMBIA 
 
El PNUD propuso hace veinte años que “el desarrollo de un país debía medirse no sólo a 
través del ingreso nacional —la medición más utilizada desde hace mucho tiempo”. Así 
pues, la oficina encargada del Informe sobre Desarrollo Humano del PNUD, construyó una 
nueva propuesta alrededor del concepto de Índice de Desarrollo Humano (IDH) 
concentrado en la longevidad, la educación básica y el ingreso mínimo necesario. Con el 
tiempo este concepto ha ido evolucionando y se ha refinado sistemáticamente, “se han 
corregido algunos aspectos que habían sido objeto de críticas válidas, pero se mantienen las 
mismas tres dimensiones originales” salud (vida larga y saludable), escolaridad e ingreso 
per cápita del PIB (ingreso digno) así mismo, ahora se utilizan “indicadores más acertados 
para evaluar los avances a futuro” (PNUD: 2010).  
 
Por tanto, con el fin de validar la hipótesis planteada sobre la deuda que han acumulado los 
gobiernos colombianos con la educación, se analizan algunos indicadores que presenta el 
Informe sobre Desarrollo Humano 2010 (Tabla 1), ya que ellos permiten ir estableciendo la 
evolución y el contexto en el que se desenvuelve la educación superior en Colombia y en 
10 países latinoamericanos, similares en cuanto a su historia, riquezas, avances y retrocesos 
en políticas económicas, educativas y sociales. Estos países han recorrido caminos 
parecidos, que les han permitido alcanzar metas y sufrir múltiples frustraciones en el 
cumplimiento de sus proyectos de construcción de nación y de perfeccionamiento y 
actualización de sus sistemas educativos.  
 
De acuerdo con la Tabla 1. Bolivia y Colombia son los países con menor IDH, es decir en 
estos países, son menores, los avances o desarrollos en temas relacionados con asistencia en 
salud, educación e ingresos. Mientras que en Argentina, México, Uruguay, Chile, Panamá y 
Perú, el IDH es mayor, es decir, estos países han ido superando y resolviendo más 
rápidamente los problemas que genera, para su población, una atención en salud precaria, 
bajas tasas de matrícula escolar e ingresos insuficientes. 
  
En el informe del 2010 el PNUD presenta por primera vez el IDH ajustado por 
“Desigualdad” (IDHD), este indicador tiene en cuenta el grado de desigualdad en la 
población. Este nuevo índice considera las tres dimensiones básicas del desarrollo humano, 
pero esta información se ajusta de acuerdo al grado de desigualdad, teniendo en cuenta para 
ello datos de las encuestas de hogares. A mayor desigualdad en la atención de salud, 
educación e ingresos, el valor del IDHD es menor (y mayor su diferencia con el IDH). 
Colombia y Bolivia obtienen un menor índice (IDHD), es decir son los países dentro de 
este grupo con menor desarrollo humano y mayor desigualdad, en términos de atención en 
salud adecuada, escolaridad suficiente e ingresos apropiados. En estos países un grupo 
social obtiene mayores beneficios en estas tres dimensiones, y lo que ellos reciben es muy 
superior a lo que le corresponde al resto de la población. Las grandes pérdidas en desarrollo 
humano debido a la desigualdad indican que Colombia y Bolivia necesitan formular y 
aplicar políticas tendientes a promover la equidad y la justicia social.  
 
Para obtener el IDHD se calculan los índices de desarrollo por desigualdad en educación 
(IDED), en salud (IDSD) y en posibilidad de gasto (IDGD). En el IDED Brasil y Colombia 



en 2010 obtienen los valores más bajos, lo que es un indicativo de que, la desigualdad 
social en Colombia está asociada a la falta de oportunidades educativas para la mayoría de 
los colombianos, lo que a su vez se convierte en “un mecanismo reproductor de la 
desigualdad social” (Gómez Llorente: 2000, p. 110). 
 
El Coeficiente de Gini, mide y refleja el grado de desigualdad en la distribución de los 
ingresos (o del consumo) entre los individuos u hogares de un determinado país, sus  
valores oscilan entre 0 y 100, donde 0 corresponde a la perfecta igualdad y 100, a la 
perfecta desigualdad. Quienes tienen un mayor GINI son los países más desiguales. Para 
este caso Colombia tiene un valor superior al correspondiente a los 11 países comparados 
58.5 y le sigue Bolivia con 57.2 (Tabla 1). Es decir, al comparar los once países 
latinoamericanos similares, en el periodo 2000-2010, Colombia presenta la mayor 
desigualdad en la distribución de ingresos. 
 
La Tabla 2 enseña las rentas que reciben en 2009-2010 los deciles de la población más rica 
y más pobre. Colombia y Brasil son los países donde el decil 5 (10% más rico) recibe el 
mayor porcentaje de las rentas, el 46 y 46,5 %. Mientras que, en Colombia y Bolivia, el 
10% más pobre, recibe el 0,7 y el 0,5 %, respectivamente. Es decir, Colombia pertenece al 
pequeño grupo de países que cuenta con los ricos más ricos y los pobres más pobres de la 
región, y por tanto, tiene problemas mayores de inequidad, exclusión, pobreza y 
desigualdad que los otros países de esta muestra. 
 
En cuanto a la población en situación de indigencia y pobreza Colombia no se queda atrás, 
alcanza en estos indicadores porcentajes del 7,2 y el 20,8% respectivamente. Bolivia es el 
único de los países comparados que supera a Colombia, con una indigencia del 14,5 y un 
porcentaje de la población en estado de pobreza igual al 27,8%. Así mismo, el desempleo 
en Colombia es mayor que el de los otros diez países, con una tasa media anual del 12,4 % 
de desempleo para 2010 (Tabla 2). 
 
Si bien los resultados correspondientes a Colombia son desoladores esto no quiere decir 
que el resto de Latinoamérica este muy bien. Es evidente que el balance económico y social 
para el conjunto de países no es bueno, es decir las reformas dirigidas a insertar al 
continente latinoamericano en la economía global, de acuerdo con el estudio sobre el 
desarrollo humano, ilustra el fracaso del paradigma neoliberal como modelo de referencia 
para el desarrollo (Bonal: 2002, 5). 
 
Para el caso colombiano en tiempos recientes se dice que a la economía le va bien, se habla 
de su crecimiento económico, pero de acuerdo a lo establecido anteriormente, los factores 
que determinan este crecimiento económico no coinciden necesariamente con los del 
desarrollo humano, pues a la mayoría de los habitantes del país no les va bien, es decir, 
variables como comercio, inversión extranjera e instituciones suelen incidir de maneras 
diferentes en el crecimiento económico y en el desarrollo humano (PNUD, 2010).  
 
Los datos presentados, relacionados con el desarrollo humano, muestran que la situación 
social y económica en Colombia es lamentable en términos de equidad, en este escenario se 
inserta la educación superior, cuyos índices e indicadores, como se verá más adelante,  



reflejan no solo la inequidad, sino también que ella no ha sido pensada como un derecho 
fundamental y un proyecto político prioritario.  
   
LA TASA DE MATRÍCULA EN EDUCACIÓN SUPERIOR (1950-2009) 
 
El entorno previamente presentado se refleja en la evolución de la tasa de matrícula en el 
periodo 1950-2010, en 1950 su valor más bajo corresponde a Brasil y Colombia. A Partir 
de 1960 y hasta terminar la década del ochenta, Colombia tiene una tasa de matrícula 
inferior a la correspondiente a todos los países comparados en este trabajo. En los años 
siguientes y hasta 1998, al contrastar este indicador, en los once países, Colombia y Brasil 
presentan valores inferiores al resto. Solo al finalizar la primera década del siglo XXI 
Colombia logra superar, en este indicador, a Brasil, México y Perú. Igual ocurre con la tasa 
bruta de matrícula en educación terciaria en el periodo 2001-2010  (% población entre 20 y 
24 años). En ella los valores menores son para México 26,3, Brasil 30, Perú 34,5 y 
Colombia 35,4 (Tabla 3).  
 
En general, en todos los países se incrementa la matrícula en educación superior en los 
últimos 60 años, incluso en Colombia, sin embargo hay décadas en las cuales el 
crecimiento de la matricula ha sido menor en Colombia, Brasil y México. El aumento a 
partir de 2002, de este indicador en Colombia, está relacionado con el ofrecimiento de 
nuevos cupos para estudiantes por parte de las universidades públicas y por la decisión del 
Ministerio de Educación Nacional (MEN) de favorecer la educación técnica y tecnológica 
en el SENA, e incluir esta institución, su matrícula y sus costos, como se verá más adelante, 
en las estadísticas correspondientes a la educación superior.  
 
Con relación a los resultados de Brasil, si bien las tasas de escolarización universitaria son 
bajas, este país ha invertido, proporcionalmente, más en educación superior que en otros 
niveles. Pero, en los años setenta la política de inversión en educación superior, estuvo 
orientada no a la masificación, sino especialmente, a expandir los posgrados y la 
investigación. Todo ello con el fin de “impulsar el desarrollo del país, así mismo, Brasil 
invirtió en la infraestructura industrial, buscando autosuficiencia en los campos de la 
ciencia y la tecnología” (Schwartzman, et al.: 2008, 157-210). Así pues, en  Brasil en 1990 
y 2008 se graduaron 1.410 y 10.611 nuevos doctores  respectivamente. Igualmente, México 
ya impulsaba los doctorados en la década del setenta.   
 
Mientras tanto, en Colombia, la Universidad Nacional crea un doctorado en Filosofía en 
1978 y la Universidad Javeriana en 1988 funda el doctorado en Teología. Sin embargo,  en 
la práctica solo se legisla y establecen los requisitos y procedimientos para la creación de 
programas de doctorado en Colombia en el periodo 1992- 2008, con la expedición  de las 
Leyes 30 de 1992 y 1188 de 2008 (Soto Arango: 2009, 152-195).  
 
Los doctorados en Ciencias Naturales de la Universidad Nacional de Colombia son 
aprobados, teniendo en cuenta su autonomía, en 1986 (Física, Química y Matemáticas). El 
primer graduado en los programas de doctorado del país obtuvo el título en la facultad de 
Ciencias, departamento de Química de la Universidad Nacional de Colombia en 1993. 
(Niño: 2002, 41-42).  
 



Así pues, a diferencia de Colombia, Brasil invirtió en el desarrollo de los posgrados, y en la 
actualidad, este esfuerzo le está dando un papel de liderazgo en la región, tanto en el campo 
industrial como en el número de publicaciones y doctorados (Balán: 2008, i-xi). El avance 
de Brasil en investigación y en el desarrollo de los posgrados es exaltado por el Banco 
Internacional de Reconstrucción y Fomento y el Banco Mundial (2003). Según el informe 
de estas entidades la universidad de Sao Paulo tiene un grupo de investigación de 
relevancia mundial en el tema de decodificar el genoma de patógenos de plantas. Para este 
trabajo la Universidad ha contado con el apoyo del estado de São Paulo, que “destina 1% 
de sus ingresos tributarios anuales a la investigación científica”. Es decir, la universidad, 
sus doctorados y la investigación se han considerado dignos de apoyo en los planes de 
desarrollo del Brasil.  
 
Colombia, en el periodo 1990-1995 no alcanza a graduar a ninguna persona. Mientras tanto, 
Brasil, México Chile y Uruguay gradúan en 1995, 2.492, 519, 63 y 48 personas 
respectivamente (Tabla 4). En 2008 Colombia gradúa a 98 doctores, pero, Brasil 10.661, 
México 4.144, Argentina 746 y Chile 395, es decir alcanzan valores de graduación doctoral 
muy superiores. En últimas -Brasil, México y Argentina– aglutinan el grueso de la 
matrícula de postgrado, especialmente Brasil que tiene el 50% de los doctorados de la 
región (García Guadilla: 2010, 39). Así mismo, en  2002-2003 se gradúa, cada año, por 
término medio, un nuevo doctor por cada 7.000 habitantes en los países de la OCDE, 
mientras que en Chile esa proporción es de 1 por 110.000 y en Colombia de 1 por 220.000  
(UNESCO: 2005,104).  
 
Si adicionalmente se tiene en cuenta que en Norteamérica, desde 1945, se desarrolla un 
modelo de investigación universitaria, “basado fundamentalmente en las demandas sociales 
y el conocimiento” y tratando de unificar “la instrucción avanzada con la investigación” 
(Soto Arango: 2009, 152-195), la conclusión obvia es que los estudios de doctorado llegan 
tarde a Colombia. Esta situación se origina, en que no ha sido fácil consolidar grupos de 
investigación, los pocos que existen en las décadas del setenta, del ochenta y primeros años 
del noventa, no tienen trayectoria, la inversión en laboratorios y materiales para investigar 
es escasa, los recursos insuficientes y las pocas personas graduadas a nivel de doctorado, 
gracias a becas y comisiones otorgadas por universidades en el exterior, llegan, cada una, 
de un sitio diferente y con expectativas y orientaciones muy variadas, a un espacio 
académico en formación y débil en recursos. Es decir, en estos años no se toma la decisión 
política de desarrollar la investigación y promover la formación doctoral otorgando a las 
universidades financiación, apoyo logístico y una legislación adecuadas.  
 
En el seminario Internacional sobre la Educación Superior realizado en Caracas el profesor 
Gabriel Misas explica cómo las dificultades financieras limitan el desarrollo de programas 
de formación doctoral, el dice que “aumentar en cien los estudiantes de doctorado en la 
Universidad Nacional de Colombia significaría casi duplicar su número. Aunque dicha 
acción sería imperceptible dentro del total de estudiantes de la Universidad, sí significaría 
un volumen muy grande de recursos para que estos estudiantes pudieran llevar a cabo las 
investigaciones necesarias que les permitieran preparar sus tesis de grado. Por lo demás, 
estos cien nuevos estudiantes se repartirían necesariamente entre los diferentes programas 
doctorales existentes, y sus trabajos de grado se centrarían en algunos de los cientos de 
temas (hablar de programas es muy riguroso) que se trabajan en la Universidad; cada 



trabajo de tesis exige recursos idiosincrásicos (unos más, otros menos) para poder lograr los 
fines propuestos. Se presentarían claramente deseconomías de variedad, situación 
inevitable y que es la característica de la Universidad en el mundo” (Misas: 2010, 81). 
 
El incremento en la matrícula universitaria, en Colombia, en la primera década del siglo 
XXI está asociado con el interés de los gobiernos de turno de mejorar los indicadores, y 
responder mejor a las agencias internacionales. Así por ejemplo, a través de la ministra de 
educación en el periodo 2002-2010 se exigió a los Consejos Superiores de las 
Universidades públicas aumentar la matrícula, ella justifica esta medida diciendo que se 
necesita mejorar la eficiencia en el sistema, promover la equidad a partir de un incremento 
en el acceso al mismo y tener en cuenta que en épocas de crisis se requiere tomar medidas 
que no les gustan a todos, ya que existe la necesidad de aumentar los cupos pero al 
momento no hay dinero adicional para respaldar la propuesta.  
 
A manera de ejemplo, la figura 1 presenta la evolución reciente de la matrícula en la 
Universidad Nacional de Colombia. En el periodo 1999 a 2009 el número total de 
matriculados pasó de 31.192 a 45.000 estudiantes, mientras que, el posgrado pasó de tener 
en 1999, 2.319 estudiantes a 6.135 en 2009 (Universidad Nacional de Colombia: 2005, 17; 
Universidad Nacional de Colombia: 2010).  
 
La segunda estrategia para incrementar el indicador de matrícula en educación superior ha 
sido fortalecer e invertir en el “Servicio Nacional de Aprendizaje” (SENA), entidad adscrita 
al Ministerio de Protección Social, anteriormente ministerio del Trabajo, que tiene la 
finalidad de formar para el trabajo y el desarrollo humano. “El SENA tiene aprobado que al 
terminar sus estudiantes cuatro semestres de educación laboral se les otorga el titulo 
denominado en artes y oficios, el cual es equivalente al de bachiller. Así mismo, quien haya 
culminado un programa reconocido por el servicio especial de educación laboral con 
duración mínima de un año, puede obtener un certificado de aptitud ocupacional”. 
(UNESCO: 2010).  
 
Sin embargo, a partir de 2003 el SENA inicia, bajo el esquema de formación para el 
trabajo, la matrícula y titulación de técnicos profesionales y tecnólogos, sin cumplir con los 
requisitos estipulados, relacionados con la naturaleza y el carácter de la institución y sin el 
reconocimiento de sus condiciones de calidad a través del registro calificado que realiza el 
Ministerio de Educación Nacional a las instituciones y programas que ofrecen títulos 
educativos (Grupo de investigación de la Educación Superior GINES: 2011). 
 
Aunque la ministra de educación Cecilia María Vélez en una columna de opinión del 
periódico El Espectador del sábado 1 de mayo de 2010 dice que: ”La Universidad Nacional 
–a la que el Decreto Ley 1210 de 1993, que desarrolla la Ley 30 de 1992, le concedió la 
libertad de desarrollar su propio sistema de acreditación y de tener su propio régimen- y al 
Servicio Nacional de aprendizaje (Sena), al que el Decreto Ley 80 de 1980 le dio el carácter 
de Educación Superior en los niveles técnico y tecnológico, con posibilidades de ofrecer 
programas de nivel superior”, han tomado la decisión de someterse voluntariamente al 
sistema de aseguramiento de la calidad”. El SENA inicia este proceso en noviembre de 
2009 y logra la certificación de 14 programas el 15 de junio de 2010 y de 58 programas 
más el 27 de diciembre de 2010. Sin embargo, a pesar de la contundencia con la que hace 



su afirmación la ministra, de manera simultánea, le pide a la sala de consulta y servicio civil 
del Consejo de Estado, en junio de 2010, le aclare si el SENA debe obtener del Ministerio 
de Educación el registro calificado para los programas que ofrece.  
 
En las consideraciones finales y en las recomendaciones el Consejo de Estado dice: “si bien 
el SENA no ha sido considerado como una institución de educación superior, lo cierto es 
que ofrece programas que las Leyes 30 de 1992 y 749 de 2002 consideran como tales, lo 
que implica la imposibilidad de que estos programas puedan considerarse ajenos a las 
políticas de calidad en la educación superior previstas por el legislador.” Así mismo, la Sala 
concluye que “El Servicio Nacional de Aprendizaje SENA deberá solicitar y obtener del 
MEN el registro calificado para los programas del nivel de educación superior que ofrece.  
 
Por tanto, lo que se deduce es que el SENA no es una institución de educación superior, y si 
de hecho ofrece y desarrolla programas técnicos y tecnológicos, debe reunir los requisitos 
que obligatoriamente el Ministerio de Educación Nacional (MEN) exige. No obstante, no se 
ha explicado por qué el MEN, sin establecer previamente su validez y legalidad, presenta 
información sobre educación superior, en la que incluye la matrícula e inversión en el 
SENA. En 2003, cuando el SENA es incluido en el sistema de Educación Superior  
matricula 48.123 estudiantes y en 2010 su número es de 296.686 (es decir multiplica su 
matrícula aproximadamente por seis). Mientras tanto, las instituciones de educación 
superior  públicas y privadas multiplican por un valor aproximado de 1,5 su oferta de 
educación técnica y tecnológica recibiendo 121.611 y 124.061 nuevos estudiantes en 2010. 
Así mismo, se incrementa en este periodo la matricula en el primer curso de pregrado en un 
factor aproximado a 1,6 (Tabla 5).  
 
Con relación al SENA, que tiene funciones de educación para el trabajo en un contexto 
diferente al de la educación universitaria, y también, a las instituciones encargadas de la 
formación técnica y tecnológica que no realizan investigación, en la actualidad los 
investigadores sobre el tema reconocen que no se ha resuelto lo que denominan una 
“confusión semántica entre “enseñanza superior” y “enseñanza terciaria”. Las diferentes 
interpretaciones sobre este tema llevan a establecer conclusiones y comparaciones no 
validas. Así mismo, esta confusión, para los países en desarrollo, puede ocasionar graves 
consecuencias ya que “debido a una forma de división del trabajo internacional, corren el 
riesgo de limitarse a promover una enseñanza de tipo terciario en la creencia de que están 
promoviendo una enseñanza superior (Binde: 2005). Por tanto, es necesario dar claridad 
sobre estas ambigüedades ya que “no hay una denominación única ni un concepto unívoco. 
Más bien este es un campo difuso, con límites indefinidos, constituido por distintos tipos de 
instituciones que comparten, según el país, todas o algunas de estas características: 
limitaciones en su autonomía y dependencia de los órganos de gobierno central o regional 
(González: 2007, 183-193).  
 
Así mismo, preocupa que las instituciones de educación superior, en algunos países en 
desarrollo, “se especialicen en la enseñanza terciaria, en detrimento de las actividades de 
investigación. Esa especialización es tanto más perjudicial cuanto que no permite la 
valorización de los conocimientos locales y consolida aún más el adelanto de los países 
industrializados en términos de productividad de la investigación universitaria y de número 
de investigadores” (Bindé: 2005).  



 
Los porcentajes de matrícula en instituciones privadas, en educación superior, en los países 
de América latina son variados. Para 2008, tienen matrícula privada mayor al 50% Brasil, 
Chile y Perú. Entre el 35 y el 50% Colombia y Ecuador y menor del 35% Argentina, 
Bolivia, Panamá, México, Uruguay y Venezuela. Por tanto, Colombia no logra superar a los 
países anteriormente mencionados en matrícula pública (La Tabla 6). 
 
En general, aunque todos los países han realizado esfuerzos para masificar la educación 
superior, unos incrementando la pública y otros la privada, dependiendo de las decisiones 
políticas internas, es evidente que la tendencia reciente es a favorecer esta última, 
facilitando su participación en la distribución de recursos económicos estatales. En los 
países latinoamericanos, en especial en Colombia, los esfuerzos por aumentar la matricula 
publica han sido insuficientes y por ello no se ha logrado “el pleno Derecho a la educación 
desde el punto de vista del acceso” (Garay y Rodríguez: 2005, 77). Así mismo, como ya se 
mencionó, es necesario estandarizar conceptos como educación terciaria, educación 
superior, educación para el trabajo etc., con el fin de evitar inconsistencias e 
interpretaciones erróneas de los índices e indicadores obtenidos a partir de datos que no 
corresponden. 
 
Independientemente de quien ofrece una formación en educación superior, si las entidades 
públicas o las privadas, el acceso a este bien no está disponible en condiciones iguales para 
todos los ciudadanos en los países latinoamericanos. Un menor porcentaje de personas del 
quintil 1, el 20% más pobre de la población, accede a la educación superior en Brasil 
(15,4), Colombia (15,1), Uruguay (11,8) y Venezuela (15,6). Mientras que ingresan en 
mayor porcentaje los jóvenes de este quintil en Argentina (28,6), Bolivia (43,3), Chile 
(24,1) y Ecuador (27,2). Es decir, en términos de inclusión y equidad en el acceso de los 
más pobres, es muy poco lo que se ha hecho en los países Latinoamericanos, pero el 
esfuerzo, de algunos países, ha sido menor. En contra prestación, el quintil 5, los más ricos,  
participa en la educación superior en porcentajes mayores el 50% en todos los países menos 
en Perú (Tabla 6). Así mismo, es necesario tener en cuenta que el ingreso o no a la 
universidad está asociado con los recorridos en educación preescolar, básica y media, al 
igual que con las situaciones sociales y económicas que tengan que enfrentar los jóvenes, 
refrendando algo que será nuevamente presentado en este texto, y es que el sistema está 
orientado a reproducir la exclusión y la pobreza familiar. Esto debido a que “el aprendizaje, 
como proceso de incorporación y desarrollo del conocimiento en las personas, requiere 
condiciones sociales y pedagógicas de producción que no están garantizadas en igual 
medida y calidad para todos los miembros de las nuevas generaciones” Tenti Fanfani: 2008, 
12-13). 
 
Aunque las nuevas estrategias para mejorar indicadores del “éxito de las políticas 
educativas” originan, en lo que va de este siglo, un aumento en las tasas de matrícula en 
Colombia, la conclusión obvia es que la cobertura en educación superior, tanto de pregrado 
como de posgrado, es precaria e ilustra que el país no ha desarrollado estrategias que le 
permitan alcanzar los umbrales obtenidos por sus homólogos. Además, se requiere evaluar, 
en términos de calidad, el efecto de la política de incrementar la matrícula sin otorgar 
fondos que permitan que las instituciones de educación superior se adecúen a la nueva 



situación. Tal como se presenta a continuación, la causa del rezago en la matrícula está 
directamente relacionada con una inversión insuficiente.  
 
EL GASTO EN EDUCACIÓN PÚBLICA EN EL PERIODO 1970-2010 
 
Las sociedades latinoamericanas están entre las más desiguales del mundo, ya que la 
distribución de las rentas, tal como lo verifican los datos sobre del IDH tienden a quedar en 
unas pocas manos. Así mismo, la pobreza es una condición social estructural recurrente en 
estos países, que propende a reproducirse ya que imperan mecanismos de desigualdad en el 
acceso a la oferta educativa. Por tanto, países como Colombia, que se encuentran en el 
extremo de la pobreza y la desigualdad deben desarrollar políticas públicas orientadas a 
cambiar esta situación, teniendo en cuenta que “la educación es un proceso esencial en la 
transmisión de la cultura, en el desarrollo personalizado del ser humano, y de ella depende 
tanto la realización del individuo como el bienestar social” (Llorente: 2000, 110). Por ende, 
se requiere, para la consolidación de la nación, que se concrete y garantice una educación 
pública de calidad a la que tengan posibilidad de acceso todos los ciudadanos, de acuerdo 
con sus intereses, pero que además permita superar los problemas generados por la 
exclusión a los que están sujetos los más pobres a lo largo de su escolaridad.  
 
Las tendencias en el gasto público en educación como % del PIB varían entre los países de 
América latina. Mientras Chile, Ecuador, Panamá, Perú, Uruguay y Venezuela bajan en su 
gasto en educación en el periodo 1970-2009, Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia y 
México han ido incrementándolo. Como regla general quienes disminuyen la inversión 
tenían en 1970 una inversión superior al 3,9% con excepción de Perú. La menor inversión 
en los años 70 corresponde a Colombia y Argentina con porcentajes menores del 2% (Tabla 
7). 
 
En 1980 Colombia y Uruguay son los países que menos invierten en educación y en 1990 
este puesto lo ocupan Argentina, Bolivia, Perú y Colombia. Para 2000 las inversiones en 
todos los países referenciados se incrementan de manera significativa y solo invierten por 
debajo del 4% del PIB Ecuador, Perú, Uruguay y Colombia. Para 2006-2008 la inversión 
pública en educación en Colombia es menor que la correspondiente a Argentina, Bolivia, 
Brasil, Chile y México, pero superior a la de Venezuela, Panamá, Uruguay y Perú. Así 
mismo, se presenta un aumento notable en la inversión de Colombia para 2009, año para el 
cual la base de datos consultada, no tiene información sobre los otros países mencionados 
en este trabajo (Tabla 7) (CEPAL: 2010).  
 
En general, aunque se han realizado múltiples esfuerzos no ha sido posible una 
estandarización universal de la información, por tanto, es difícil encontrar cifras reportadas 
por diferentes agencias e instituciones nacionales o extranjeras que sean iguales, este 
problema es mayor en años anteriores a 1990. Sin embargo, se asume en este trabajo que 
los datos estadísticos de instituciones como la UNESCO y el Banco Mundial, quienes los 
han obtenido de entidades gubernamentales latinoamericanas, representan los costos e 
inversiones que han realizado los distintos gobiernos. Con el fin de facilitar la 
interpretación de la información, para este trabajo, los datos en una misma columna se 
originan en una misma fuente bibliográfica o base de datos, la cual se prefiere por que 
recoge información de todos o la mayoría de los países seleccionados.  



 
Un ejemplo sobre la diversidad en la información, se encuentra al confrontar, los valores de 
inversión de la Tabla 7 (CEPAL: 2010) con los de la Tabla 8 publicada en la página web 
del Ministerio de Educación Nacional como parte de una presentación que hizo el 
viceministro de educación Gabriel Burgos en 2010. El porcentaje del PIB correspondiente 
al gasto en educación es de 3,9 y 4,8 y para 2008 y 2009 en el informe de la CEPAL y de 
3,95 y 4,51 en los mismos años para el Ministerio de Educación Nacional.  
 
GASTO PÚBLICO EN EDUCACIÓN SUPERIOR 
 
El  gasto público total en educación superior como porcentaje del PIB, en el periodo 1980-
2009, presenta tendencias variadas en los países latinoamericanos. Quienes más han 
invertido en el pasado, en educación superior, tienden a disminuir el gasto en ella, tal es el 
caso de Brasil, Chile y Panamá. Mientras países con muy bajas gastos en educación 
superior en los ochenta-noventa, llegan a 2009 con inversiones mayores como Argentina, 
Colombia, México, Uruguay y Bolivia. Venezuela tiende a tener una inversión más o 
menos constante, a lo largo de este periodo, y mayor que la del resto de los países. En la 
actualidad y con una propensión igual para 2006, el gasto en educación terciaria como % 
del PIB es menor en Chile, Perú, Uruguay y Colombia, con valores entre 0,4 y 0,6%. Les 
siguen Argentina y Brasil con porcentajes entre 0,7 y 0,8 y finalmente están quienes 
invierten un 1% o más México, Panamá y Bolivia (Tabla 9). 
 
Para 2006-2009 quienes invierten menos son Chile y Perú con porcentajes del PIB entre 0,3 
y 0,4, seguidos de Uruguay, Brasil y Colombia con porcentajes entre 0,6 y 0,8. Quienes 
más invierten son Argentina, México y Panamá con 0,9 % y Bolivia y Venezuela con 
porcentajes del 1,5 y 1,6 respectivamente (Tabla 9). Los países de América latina y el 
Caribe, si se comparan con Estados Unidos, Australia, Alemania, Reino Unido, España, y 
otros muchos países del primer mundo, gastan poco ya que ellos para 2002 invirtieron en 
educación superior entre el 2 y el 3% del PIB  (García Guadilla: 2008, 367-398). 
 
En la actualidad debido a los cambios en las políticas de financiación de la educación 
superior algunos autores consideran que es representativo el indicador “gasto por 
estudiante” como proporción del PIB per capita que aparece en  las dos últimas columnas 
de la Tabla 9, con los datos correspondientes a 2000 y 2008. En general el gasto en 
educación universitaria por estudiante en América latina es bajo, y con el tiempo, de 2000 a 
2008 se ha hecho menor en todos los países menos en México. Los incrementos en 
matrícula, a la par de la disminución en gasto “per capita” obligan a evaluar el efecto que 
tienen estas políticas en la calidad de la educación y certifican que día a día se está pasando 
mas la responsabilidad de este bien a los ciudadanos comunes y corrientes. En 2008 
quienes invierten menos por estudiante son Argentina, Chile, Perú y Uruguay. Este gasto en 
América latina es hasta 15 veces menor que el de países desarrollados (Garcia Guadilla: 
2008:367-398) Tienen un alto gasto por estudiante per cápita Brasil, y México (29,6 y 
37,0), valores intermedios se encuentran en Colombia (26,3) y Panamá (21,6) y presentan 
valores bajos Argentina (16,6) en Uruguay (18,3) Chile (12,1) y Perú (10,9).  
 
Sin embargo, el gasto reciente en educación superior en Colombia, al igual que la tasa de 
matrícula requiere ser analizado en detalle. Los indicadores parecen haber mejorado, pero 



en realidad, en la última década, tal como ocurre con la tasa de matrícula, la inclusión del 
gasto del SENA en las inversiones en educación superior y la política de financiar la 
demanda, están incidiendo en la información estadística, reflejando situaciones confusas y 
presentando imágenes que no corresponden a la realidad en la inversión en educación 
pública.  
 
Por tanto, la inversión en educación en Colombia y en particular en educación superior 
pública requiere el estudio de algunas cuestiones adicionales. Para el periodo 2002-2010, se 
pusieron en marcha políticas orientadas a financiar la demanda, ampliar la cobertura, 
mejorar la calidad, aumentar la retención escolar y promover la graduación entre otros. Sin 
embargo, la inversión real para desarrollar cada una de estas políticas se desconoce. Por 
ejemplo, allí está incluido el gasto adicional que generaron las políticas de los gobiernos 
locales de ciudades como Bogotá y Bucaramanga, así mismo, de acuerdo con la 
presentación del Viceministro Burgos en 2010 se incluyó en el presupuesto del sector lo 
invertido en: el programa Familias en acción, el Instituto de Bienestar Familiar, el SENA y 
Computadores para educar.  
 
En las estadísticas de costos en educación, se incluyen los dineros destinados del programa 
Familias en acción, que corresponden a gasto social en temas diferentes a educación, ya que 
allí están, no solo las mesadas que se dan a las familias más pobres para motivarlas a evitar 
el trabajo infantil y la deserción escolar, sino también, buena parte del recurso que se 
entrega, a manera de subsidios de nutrición y salud, para familias con menores no 
escolarizados. Así mismo, se incorpora al gasto en educación lo otorgado al Instituto de 
Bienestar Familiar, adscrito al Ministerio de la Protección Social. Esta entidad está 
encargada de fortalecer la familia y proteger a los menores de edad, y si bien cumple con 
algunas funciones relacionadas con suplir necesidades básicas de los niños, que inciden en 
los procesos educativos, su función directa no es la educación escolarizada (Información 
consultada en la presentación que realizó el viceministro Burgos). 
 
Entre otras inversiones en educación en el periodo 2004-2010, se cuenta con las realizadas 
por el gobierno de la ciudad de Bogotá, el cual da un giro a sus políticas sociales y realiza 
una inversión en educación sin precedentes. La finalidad de estas políticas locales es 
ampliar la cobertura y avanzar en el cumplimiento de las propuestas de sus alcaldes bajo las 
consignas de “Bogotá sin indiferencia” y “Bogotá positiva” de Luis Garzón y de Samuel 
Moreno respectivamente. Con ellas se materializa la política de derecho a la educación, 
universalizando el ingreso a nivel primaria; ampliando la admisión a preescolar y 
secundaria; mejorando la infraestructura de los colegios y construyendo los denominados 
megacolegios; mejorando la calidad de vida de los estudiantes, creando los comedores 
comunitarios, proporcionando refrigerios escolares y otorgando subsidios para los niños 
trabajadores (Miñana: 2011, 37-52). Igualmente en el periodo 2008-2010 el gobierno del 
departamento de Santander amplia la cobertura e implementa la gratuidad en la educación 
básica. Es decir, a nivel local se realizan inversiones importantes que se reflejan en las 
cifras totales de gasto e inversión en educación, pero que no corresponden a una política del 
gobierno nacional como tal.  
 
En cuanto al SENA no es clara la evolución de la inversión reciente en esta institución. Las 
empresas aportan en impuestos parafiscales, el 9% del valor de la nómina de los 



trabajadores vinculados por contrato. De ese 9% el 2% por Ley corresponde al SENA. Así 
pues, si se aumenta el cobro por parafiscales para el SENA, se debe incrementar el empleo 
proporcionalmente. Sin embargo, sin mayores explicaciones, el ex director de la entidad 
dice, a un corresponsal del periódico El Espectador “pasamos de un presupuesto de 630 mil 
millones de pesos del año 2002 a 2 billones de pesos este año, ejecutando, entonces, todos 
los ingresos propios por parafiscales y, en general, los que se dan por rendimientos y por 
ingresos de los centros” (Montoya: 2010). Así pues, el presupuesto del SENA se multiplica 
por tres en los últimos ocho años, mientras que las universidades públicas reciben 
presupuestos que apenas les alcanzan para el funcionamiento básico. El presupuesto del 
SENA, que según el viceministro Burgos se incluye en la inversión para educación 
superior, corresponde al Ministerio de Protección Social (anteriormente ministerio del 
Trabajo), para invertir en formación para el trabajo. Así mismo no hay una explicación 
sobre el aumento en los recaudos por parafiscales en el periodo 2002-2010 ya que el 
empleo formal no creció de manera significativa en este periodo. Tampoco se ha 
establecido  claramente en qué consiste la venta de servicios del SENA, para que tan 
rápidamente se torne rentable. 
 
Por lo anteriormente señalado, es necesario que Ministerio de Educación aclare lo que ha 
ocurrido con la inversión reciente en educación superior en Colombia, como porcentaje del 
PIB. La manera como está presentando los datos origina una lectura equivocada. En 
realidad lo ocurrido es que invirtió en educación terciaria no superior y allí aumentó la 
matrícula.  
 
El crecimiento de la matrícula y las demandas sociales y económicas que se le hacen al 
sistema universitario en Latinoamérica, no han contado con recursos adecuados y 
suficientes. Sin embargo, aquellos países que hicieron mayores inversiones en educación 
superior pública, en las últimas décadas del siglo XX, tienen algunas ventajas. En la 
actualidad, se propone abrir el mercado de la educación como el de una mercancía, y 
seguramente, quienes cuentan con mayores inversiones previas pueden subsistir más 
tiempo, pero definitivamente en todos los países latinoamericanos la universidad pública se 
está viendo obligada a cambiar su misión e ingresar en un mundo competitivo en el que lo 
público y los fines que ella tiene son diferentes.  
 
La universidad pública en Latinoamérica está siendo presionada para que se convierta en 
una empresa que ofrece servicios de acuerdo con la capacidad adquisitiva de sus clientes, 
para hacerlo debe ir incrementando sus ingresos por matrícula; y/o verse obligada a 
privilegiar, sobre el trabajo docente e investigativo, la participación en servicios de 
extensión remunerados; y/o forzarse a disminuir la calidad de su trabajo, perdiendo lo que 
era, por ejemplo, la misión preliminar de la Universidad Nacional de Colombia y que cobija 
igualmente a todas las universidades públicas “Contribuir a la elaboración y resignificación 
del proyecto de Nación, estudiando y enriqueciendo el patrimonio cultural, natural y 
ambiental del país, así como a través del análisis de los problemas nacionales y de la 
formulación independiente de soluciones a los mismos”. Así mismo, “la Universidad no 
responde a intereses particulares, lo que le permite pensar y proponer soluciones a 
problemas nacionales por encima de intereses relacionados con una rentabilidad 
económica”(Universidad Nacional de Colombia: 2002, 23).  
 



En últimas, el futuro de los países que menos desarrollaron su sistema de educación 
superior pública será más difícil y penoso. Sin embargo, todos los sistemas de educación 
superior latinoamericanos, unos más rápido que otros, se están viendo obligados a cambiar 
su misión ya que “Nuestras universidades tienen alterada su identidad como instituciones 
de los saberes, y van hacia la construcción de una nueva identidad que las asemeja al 
“supermercado”, donde el estudiante es consumidor, los saberes una mercancía y el 
profesor un asalariado enseñante” (Mollis: 2010).  
 
LA EDUCACIÓN SUPERIOR Y LA INVESTIGACIÓN 
 
La educación superior tiene como uno de sus fines más importantes la producción de 
conocimientos que permitan contribuir a la solución de problemas teóricos y prácticos, con 
la intervención de los métodos provistos por las diferentes disciplinas académicas. Así las 
cosas, tanto la investigación de los problemas nacionales como la denominada 
investigación de frontera, en América latina se le han delegado principalmente a las 
universidades, salvo aquellos pocos países que han fundado y mantenido algunos institutos 
de investigación.  
 
En Colombia, son muy pocos los institutos de investigación y esta actividad se espera la 
realicen la universidades. Sin embargo, ella solo es posible en unas pocas instituciones, en 
temas y aspectos muy segmentados. En general, los recursos financieros y humanos de los 
cuales disponen las instituciones de educación superior, para realizar labores de producción 
de ciencia y tecnología, son escasos, por lo que también es difícil para ellas participar en la 
formación avanzada a nivel de doctorado, en un círculo vicioso que genera no solo atraso 
en la producción del conocimiento sino también en su uso. 
 
Al interior de los países latinoamericanos se presentan grandes diferencias. La figura 2 
muestra el número de investigadores en 2000, 2005 y 2008; aunque falta información de 
algunos de ellos, en especial parte de la información de Chile y Bolivia (años 2005 y 2008), 
Ecuador (2000 y 2005), Uruguay (2005) y México (2008); es evidente que Brasil, 
Argentina y México tienen un número de investigadores muy superior al correspondiente al 
resto de países. Aunque se presentan incrementos mayores entre 2000 y 2005 en este 
indicador en todos los países, estos son más significativos en los países que tenían en el 
pasado un mayor número de investigadores.  
 
En la figura 3 aparecen las IES con programas de doctorado, el número de doctorados y las 
instituciones de educación superior que en cada país producen más de 400 documentos 
científicos al año. El mayor número de programas de doctorado en el periodo 2003-2004 se 
encuentra en Brasil (1.056), seguido de México (406), Argentina (291), Chile (103), Perú 
(91) y Colombia con 56. El resto de países tienen menos programas doctorales. Las IES con 
mayor número de programas doctorales en 2003-2004 están en México, Brasil, Perú y 
Colombia, se desconocen los datos de Argentina. El número de IES que producen 400 o 
más documentos científicos es mayor en Brasil (71), México (23), Argentina (17), Chile 
(12), y Venezuela y Colombia (6). Este indicador permite establecer en cuantas  
universidades, en cada país latinoamericano, se ha alcanzado un grado de desarrollo 
aceptable de la comunidad dedicada a la investigación.  
 



De estos indicadores se puede concluir que en Colombia poco se ha hecho para incentivar 
la formación de investigadores, que las universidades colombianas solo a finales del siglo 
veinte contaron con algunos recursos para iniciar la formación a nivel doctoral, pero que 
aún, no han logrado consolidar suficientes grupos de investigación. Sin embargo, a pesar de 
la reciente participación en la formación doctoral, rápidamente se ha creado un buen 
número de ellos. Finalmente, es necesario reconocer que no es posible avanzar en 
desarrollo, ciencia, tecnología e innovación, en los diferentes ámbitos que requiere un país, 
si no se realiza una inversión importante para la formación del recurso humano necesario. 
Los países que no invierten en investigación no solo tienen problemas de desarrollo sino 
que también lo tienen en el uso del conocimiento encontrado y aplicado por otros. Por 
tanto, para ellos esta situación significa más atraso, mayor exclusión y mantenimiento de 
buena parte de la población en condiciones de pobreza. 
 
Los indicadores que se presentan en la Tabla 10 reflejan la inversión reciente en 
Investigación y Desarrollo (I & D), en Defensa, en Educación, en Ciencia y Tecnología (C 
& T) y cómo se ubican los países de acuerdo a estas inversiones en el Índice de avance 
hacia la sociedad del conocimiento. Para Investigación y Desarrollo, tema directamente 
ligado al trabajo universitario en investigación y formación doctoral, en el periodo 2000-
2007, Perú, Bolivia Panamá y Colombia son los países que menos invierten. Mientras que 
países como Ecuador, Argentina Brasil y Chile gastan para estas actividades un % del PIB 
mayor (Banco Mundial: 2010). Para la inversión promedio anual de la última década, en 
Ciencia y Tecnología Ecuador y Colombia ocupan los últimos lugares, con valores del 
0.064 y 0.179 % anual del PIB. Mientras tanto, Brasil, Argentina, Chile, México, Uruguay 
y Venezuela invierten en promedio, en la década, porcentajes anuales muy superiores 
(Santalices: 2010, 38-39). 
 
Para la Educación Superior y para la formación de doctores en el país, es por lo menos una 
frustración más este resultado. En especial si se tiene en cuenta que en la mayoría de los 
países en desarrollo las inversiones en estos campos son muy superiores, aunque en la 
actualidad se consideran insuficientes, y se otorgan a institutos públicos o a entidades de 
educación superior entre otras razones para incentivar y avanzar en la sociedad del 
conocimiento y en la formación de  científicos al más alto nivel.  
 
Por tanto, la pregunta pendiente es ¿en qué invierte el dinero los países que gastan menos 
en educación? Para responder esta cuestión vale la pena mencionar el gasto como 
porcentaje del PIB en Defensa para 2008. De acuerdo al Banco Mundial este rubro 
corresponde al gasto público militar, es decir la totalidad de gastos del ministerio de 
defensa y otros en el reclutamiento, y entrenamiento de personal militar y en la fabricación 
y compra de equipos y pertrechos militares. Desafortunadamente, en este caso la inversión 
de Colombia es la más alta, superando a todos los países de la región e invirtiendo una 
suma casi  igual al promedio del gasto en educación en el periodo 2000-2007, por lo que se 
evidencia nuevamente que la educación no es una prioridad y que en las políticas públicas 
colombianas tampoco se tiene en  cuenta la importancia que tiene la investigación en 
ciencia y tecnología y que esta decisión es la causa principal del poco desarrollo en 
investigación de las instituciones de educación superior (Tabla 10). 
 



En el índice de avance hacia la sociedad del conocimiento que considera los incentivos 
económicos, la capacidad de innovación, la educación y el uso de las nuevas tecnologías de 
la comunicación presenta diferencias significativas entre los países de la región. El valor 
mayor corresponde a Chile y Uruguay (7,09 y 6,49), les siguen Brasil, Argentina México y 
Panamá (5,66; 5,57; 5,33 y 5,16) y en el último grupo quedan Colombia, Perú, Venezuela, 
Ecuador y Bolivia con 4,84; 4,79; 4,18; 3,90 y 3,46 respectivamente. Así mismo, los datos 
disponibles muestran que América Latina se halla en la parte inferior de este Índice, sólo 
por encima de las dos regiones más pobres del mundo —Asia del Sur y África 
Subsahariana (Tabla 10). Nuevamente, de acuerdo con los aspectos que definen este índice 
Colombia se ubica en el grupo de países latinoamericanos en donde se otorgan menos 
incentivos para investigar, se invierte menos en educación y el uso de nuevas tecnologías es 
limitado.    
 
Con relación a la producción de materiales resultado de la investigación, el indicador de 
publicaciones incluidas en la base Pascal, en relación al gasto en I&D (de un millón de 
dólares) en 2002 Argentina, Ecuador, Uruguay, Perú y Colombia presentan un mejor 
comportamiento. En 2008, con excepción de Panamá (en donde se incluye el trabajo 
científico del Instituto Smithsonian de Investigaciones Tropicales), en todos los países baja 
el número de publicaciones. En este año Panamá y Colombia tienen un número de 
publicaciones, mayor al correspondiente a los otros países, es decir, se ubican como los 
países latinoamericanos que mayor aporte realizan a esta base de datos (Figura 4). Por 
tanto, si bien han existido permanentemente restricciones económicas y escasa voluntad 
para desarrollar una política educativa coherente en Colombia, algunos de esos pocos 
investigadores, logran que sus publicaciones científicas se inserten en el ámbito académico 
mundial. Así pues, de acuerdo con los resultados de las agencias, que evalúan y obtienen 
índices de todas clases, el gasto en educación y el poco gasto en investigación que se hace 
en Colombia, es utilizado adecuadamente.  
 
Como si fuera poco las perspectivas para Colombia en 2011 no son muy halagüeñas, 
primero la reforma a la Ley 30 y ello sumado a medidas adicionales que se están tomando  
ya que de acuerdo con el Plan Operativo Anual de Inversiones 2011 se asignará al 
Ministerio de Educación Nacional un presupuesto de inversión que es 27.5% inferior al 
otorgado en 2010. Las universidades tienen igualmente un descuento en su presupuesto 
para inversión del 39,2%. Solo hay un ligero incremento del 3% para cada una, 
correspondiente a Ley 30/92 y el fomento Unipúblicas. Mientras tanto, el gobierno que dice 
que es necesario invertir para ampliar la cobertura en educación superior, para este rubro 
(subsidios, ICETEX -Acces, ICETEX líneas especiales de créditos, nuevos grupos y 
creación CERES y Técnica y Tecnológica) aprobó para el 2011, 56.7 % menos que lo 
asignado en 2010 (Consejo Nacional de Política Económica y Social, documento Conpes 
3672: 2011).  
 
Así pues, Colombia no ha invertido lo suficiente en educación, ni en todos los niveles en 
general, ni en el nivel superior en particular. Estamos aún a medio camino en la mayoría de 
los indicadores. No se han tenido en cuenta los discursos sobre el tema, que no importa de 
donde vengan, expresan que la educación es de crucial importancia, en especial para países 
azotado por problemas de convivencia y falta de respeto por lo público ya que ella, se 



“constituye un instrumento indispensable para que la humanidad pueda progresar hacia los 
ideales de paz, libertad y justicia social” (Delors: 1996, 339). 
 
En la actualidad, el gobierno colombiano propone, para solucionar el déficit, en el caso de 
la educación superior, un proyecto de reforma a la Ley 30 “por el cual se organiza el 
servicio público de la Educación Superior”, el cual parte de dos políticas privatizar y 
liberalizar la educación pública y reducir el gasto público en educación. Recoge en 
términos generales las recomendaciones y compromisos propuestos por las entidades 
multilaterales que se sintetizan en convertir a la educación superior en “un servicio al 
consumidor en el marco de una sociedad de mercado” dejando buena parte de las 
responsabilidades del Estado”en manos de corporaciones globales que lo desplazaran” y se 
encargarán de tratar a la educación como una mercancía mas en el capitalismo globalizado 
(Mollis, 2010). 
 
Es así como en el documento de reforma de la Ley 30 quedan plasmadas todas estas 
recomendaciones, algunas de las cuales ya están siendo implementadas, en especial las 
referidas a financiación de la demanda y a los mecanismos de control y vigilancia.  Sobre el 
tema la Ministra de Educación María Fernanda Campo dice a la revista Semana que 
“analizamos qué estaba pasando en otros sistemas educativos en el resto del mundo, qué 
reformas se habían desarrollado y qué resultados habían obtenido. También analizamos las 
recomendaciones que hacían la UNESCO y organismos multilaterales como el Banco 
Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID). Así que no quedan dudas respecto 
a lo que ella dice cuando comparamos la propuesta de reforma con las propuestas 
internacionales.  
 
En resumen, por un lado, los gobiernos de turno cuando asignan el presupuesto para 
educación, en la mayoría de los casos, le fijan recursos insuficientes y por otro, la 
orientación política que ofrecen es inadecuada. Para el caso Colombiano sería oportuno 
tener en cuenta que “La búsqueda de una sociedad más justa implica definir una opción 
política basada en una distribución más equitativa del ingreso, que considere a la educación 
como un factor de fundamental importancia” (Filmus: 2008). Pero en la actualidad, el 
problema va más allá de los déficits fiscales y es que el sentido y la misión de las 
universidades, está cambiando rápidamente, cada vez ellas son “más instituciones terciarias 
para el entrenamiento profesional y menos universidades en el sentido del saber para 
transformar, hacer ciencia y socializar a favor de una identidad ciudadana crítica” (Mollis: 
2010).  
 
Así mismo el Estado colombiano busca descargar sus compromisos y obligaciones en aras 
de cumplir agendas que si bien son globales, no deben ser obligatorias, ya que en la 
actualidad, los problemas que generan son evidentes, para el caso colombiano basta ver lo 
que ocurre con el régimen de salud. Por tanto, en educación como en otros temas “son 
necesarios muchos recursos materiales y humanos, es decir, financiamiento, voluntad 
política y capacidades intelectuales y éticas de los Estados, de la sociedad y sus 
instituciones y actores (Dias Sobrinho: 2008). 
 
Sin embargo a pesar de todo lo señalado es necesario tener en cuenta que en la actualidad, 
el problema va más allá de los déficits fiscales, ya que el sentido y la misión de las 



universidades, está cambiando rápidamente, cada vez ellas son “más instituciones terciarias 
para el entrenamiento profesional y menos universidades en el sentido del saber para 
transformar, hacer ciencia y socializar a favor de una identidad ciudadana crítica” (Mollis:  
2010).A la crisis generada por los problemas económicos y el interés privatizador de la 
universidad pública se suman las crisis internas de identidad, de participación, de cohesión 
institucional y la crisis que genera el no tener una mirada compartida y elaborada por la 
comunidad educativa sobre cuál ha de ser, la misión de la universidad.  
 
 CONCLUSIONES PRELIMINARES 
 
La comparación entre los países evidencia que, en Colombia, más que en otros países 
latinoamericanos la puesta en marcha de políticas equivocadas y la falta de una inversión 
adecuada, son responsables de las dificultades que se presentan para consolidar una 
educación de calidad, pertinente y que contribuya a proporcionar oportunidades iguales a 
todos los niños y jóvenes colombianos. Lo que en este momento coloca al sistema 
educativo colombiano en condiciones lamentables y de inferioridad, incluso frente a países 
muy semejantes.  
 
La información reciente sobre la matrícula y la inversión en educación superior en 
Colombia debe ser objeto de discusión para establecer de manera clara y transparente el 
estado de cosas. 
 
La reforma a la Ley 30 debe tener en cuenta la deuda que ha adquirido el Estado 
colombiano con la educación pública superior, con el fin de proporcionarle los 
requerimientos necesarios para que ella contribuya críticamente al estudio del patrimonio 
cultural, natural y ambiental del país, y al análisis y presentación de propuestas 
independientes sobre los principales problemas que enfrentan los colombianos.   
 
Si se acepta que la educación superior es esencial en el desarrollo del ser humano, y que a 
ella tienen derecho, en condiciones de igualdad, todos los colombianos, es inadmisible que 
los jóvenes en condiciones de penuria económica se vean privados de la posibilidad de 
acceder a ella.  
 
Es necesario retomar nuevamente la misión de contribuir a la elaboración y resignificación 
del proyecto de Nación, estudiando y enriqueciendo el patrimonio cultural, natural y 
ambiental del país, así como a través del análisis de los problemas nacionales y de la 
formulación independiente de soluciones a los mismos, a la par de analizar y buscar 
soluciones consensuadas a las crisis que afronta la Universidad. 
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